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ACTA No. 0037 del 28 de mayo de 2009

Dentro del término estipulado en los artículos 86 de la Constitución Nacional y 29 del Decreto 2591 de 1991, se resuelve en primera instancia la Acción de Tutela impetrada por el señor Jorge Alonso Garrido Abad, quien actúa en nombre y representación de la ASOCIACIÓN DE USUARIOS Y NO USUARIOS DE OBRAS MUSICALES – ACUSMUN contra la SUPERINTENDENCIA DE INDUSTRIA Y COMERCIO que pretende la protección del derecho fundamental de petición.


El proyecto, una vez revisado y discutido, fue aprobado por el resto de integrantes de la Sala y corresponde a lo siguiente,

I. LA DEMANDA 
1. Pretensiones:

Pretende el accionante a través de éste medio de protección constitucional que se ordene a la Superintendencia de Industria y Comercio contestar la petición dirigida por fax el 27 de abril de 2009 y enviar lo que se solicitó a través de la misma.
II. IDENTIFICACION DEL ACCIONANTE
Se trata de la ASOCIACIÓN DE USUARIOS Y NO USUARIOS DE OBRAS MUSICALES, representada legalmente por el señor Jorge Alonso Garrido Abad.
III. AUTORIDAD ACCIONADA
Se trata de la Superintendencia de Industria y Comercio.

IV. DE LOS DERECHOS QUE SE INVOCAN COMO VULNERADOS
Se invoca la tutela del derecho fundamental de petición.
V. ANTECEDENTES

1. Hechos Relevantes:

Los hechos con relevancia jurídica a que se contrae el informativo son los siguientes:

Manifiesta la entidad por medio de su representante que el día 27 de abril de 2009, a través de fax realizó una petición de información a la Superintendencia de Industria y Comercio, para que le remitiera copia auténtica de una petición que había elevado a esa entidad y del Decreto 2876 de 1984.
Aduce que la entidad contestó su petición expresándole que la trasladaba a otra dependencia, pero no le absolvió de fondo su solicitud ni le remitió lo solicitado.
VI. CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA.

Dentro del término otorgado para dar respuesta a la presente acción, la Superintendecia de Industria y Comercio, allegó escrito en el que aduce que una vez  recibido el derecho de petición de información elevado por el accionante, procedió a solicitar a otra dependencia el envío de la información y documentos necesarios para atender la mencionada petición, gestión que le fue informada al señor Garrido Abad.

Que una vez recibida dicha información, el día 20 de mayo de 2009 le remitió respuesta de fondo en los términos invocados en el derecho de petición, por lo que considera que se ha presentado el fenómeno del hecho superado, porque dentro del trámite del presente asunto cesó la situación que presuntamente vulnerada el derecho de petición del accionante, solicitando por lo tanto se deniegue el amparo solicitado y se dé por terminado el proceso.
VII. CONSIDERACIONES
1. Problema Jurídico por resolver:
El asunto bajo estudio plantea a la Sala el siguiente problema jurídico:

a. ¿La respuesta emitida en el decurso de la acción de tutela, cuando con ella se invoca la protección del derecho fundamental de petición, constituye un hecho superado?

La acción de tutela tiene como finalidad la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales cuando éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción u omisión de cualquier autoridad pública, consistiendo esa protección en una orden para que aquél respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo.


La constitución Política en el Titulo II, Capítulo I, enlista los diferentes derechos fundamentales, encontrándose en el artículo 23, el denominado derecho de petición, consagrado en los siguientes términos:
“Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a la autoridades por motivos de interes general o particular y a obtener pronta resolución.
El legislador podrá reglamentar su ejercicio ante organizaciones privadas para garantizar los derechos fundamentales”

En lo atinente al derecho fundamental de petición, cabe señalar que existe una diferencia esencial entre el derecho de petición y el derecho a lo pedido en cuanto el primero de ellos, hace referencia a la facultad que tienen las personas de elevar solicitudes respetuosas ante las autoridades, en la seguridad de obtener de ellas una pronta y oportuna respuesta que debe hacerse conocer en debida forma al interesado y que materialmente responda las inquietudes o asuntos planteados; este derecho, en los distintos aspectos que lo componen, puede ser objeto de amparo constitucional en sí mismo y con independencia del contenido de las peticiones. Por su parte, el derecho a lo pedido hace alusión a aquel que se pretende defender o cuyo reconocimiento se busca a través del ejercicio del derecho de petición. 


Debe advertirse en primer término que al momento de la presentación de la acción de tutela, la entidad accionada no había resuelto de fondo la petición elevada por el señor Jorge Alonso Garrido Abad en representación de la Asociación Colombiana de Usuarios y no Usuarios de Obras Musicales – ACUSMUN-.


Sin embargo, en este momento en que se debe producir el pronunciamiento de fondo, tiene conocimiento este juez colegiado en sede de tutela que la entidad accionada, por intermedio de la doctora SANDRA JANETH GUERRERO MUÑOZ, del GRUPO DE TRABAJO DE CERTIFICACIONES Y CONSTANCIAS (fl. 20), emitió respuesta de fondo al accionante mediante el oficio N° 0104 del “2009-05-20 12:39:56”, información que fue corroborada por el mismo accionante a través del escrito visible a folio 54, donde el actor informa haber recibido “a las 2 de la tarde de hoy 27 de los corrientes”, el oficio remitido por la entidad accionada, por lo que se asume que la eventual vulneración de los derechos del actor fue subsanada.


Bien es sabido que la acción de tutela como mecanismo de protección de derechos constitucionales fundamentales, se concreta mediante la emisión impartida por un juez de una orden a través de la cual se obtiene el efecto pretendido con la interposición de la misma.


Lo anterior quiere decir que si la omisión o la vulneración al derecho fundamental que se invoca deja de evidenciarse, o se prueba que no ha existido, se pierde el motivo constitucional en que se basaba el amparo y por sustracción de materia, ningún objeto tiene en esos eventos impartir una orden en tal sentido, pues la misma estaría cayendo en el vacío. 


Se tiene entonces, que los trámites administrativos desplegados por la entidad accionada y que tuvo como fin la respuesta de fondo al derecho de petición de información elevado por el accionante el 27 de abril de 2009, analógicamente se adecúan a lo dispuesto por el artículo 26 del Decreto 2591 de 1991, esto es, que dan lugar a la cesación de la actuación impugnada.


Es conveniente traer a colación lo señalado por la Honorable Corte Constitucional en diferentes ocasiones al estudiar temas semejantes al de la presente acción: 

En la Sentencia T-988/02, se manifestó, lo siguiente:

"… El objetivo de la acción de tutela

El objetivo de la acción de tutela, conforme al artículo 86 de la Constitución Política de Colombia, al Decreto 2591 de 1.991 y a la doctrina constitucional, es la protección efectiva y cierta del derecho constitucional fundamental, presuntamente  vulnerado o amenazado por la acción u omisión de una autoridad pública o de un particular en los casos expresamente señalados por la ley.

En virtud de lo anterior, la eficacia de la acción de tutela radica en el deber que tiene el juez, en caso de encontrar amenazado o vulnerado un derecho alegado, de impartir una orden de inmediato cumplimiento orientada a la defensa actual y cierta del derecho que se aduce.

No obstante lo anterior, si la situación de hecho que origina la violación o la amenaza ya ha sido superada en el sentido de que la pretensión erigida en defensa del derecho conculcado está siendo satisfecha, la acción de tutela pierde eficacia y por lo tanto razón de ser.

Igualmente esta Corporación en otra ocasión dijo: 

“...la decisión del juez de tutela carece de objeto cuando, en el momento de proferirla, encuentra que la situación expuesta en la demanda, que había dado lugar a que el supuesto afectado intentara la acción, se ha modificado sustancialmente, de tal manera que ha desaparecido toda posibilidad de amenaza o daño a los derechos fundamentales. Siendo la defensa de éstos la justificación y el propósito de esta forma expedita de administrar justicia constitucional en el caso concreto, ningún sentido tiene que el fallador imparta órdenes de inmediato cumplimiento en relación con unas circunstancias que pudieran configurarse en el pasado pero que, al momento de cumplirse la sentencia, no existe o, cuando menos, presentan características totalmente diferentes a las iniciales.”


Dado que lo pedido por “ACUSMUN” relacionado con que se ordene al accionado contestar la petición y enviar lo solicitado a través de la misma”, ya ha sido proporcionado por la entidad accionada – Superintendencia de Industria y Comercio a través del oficio visible a folio 20, esta especial acción de amparo ha perdido su objeto, resultando a todas luces inconducente ordenar a la entidad la realización de una conducta que ya no se requiere, siendo la decisión de tutelar completamente inoficiosa e incapaz de producir efectos.


Por consiguiente, se está ante carencia actual de objeto ya que como se hizo referencia en apartes anteriores, la situación expuesta en la demanda, que había dado lugar a que el señor Jorge Alonso Garrido Abad en representación de “ACUSMUN” intentara la acción, cambió sustancialmente, de tal manera que ha desaparecido la amenaza o daño al derecho fundamental de petición invocado por él, lo que por obvias razones conlleva a no tutelar el mismo

Corolario de lo anterior, la Sala de Decisión Laboral del Tribunal Superior de Pereira, en nombre del Pueblo y por autoridad de la Constitución

VIII. RESUELVE


PRIMERO: Por las razones consignadas en el cuerpo de este proveído, NO TUTELAR los derechos fundamentales invocados como vulnerados por la ASOCIACIÓN COLOMBIANA DE USUARIOS Y NO USUARIOS DE OBRAS MUSICALES – “ACUSMUN”.
SEGUNDO: Infórmese a las partes que la presente decisión podrá ser impugnada ante la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia, dentro de los tres días siguientes a su notificación.

TERCERO:
En caso de no ser impugnada, envíese las diligencias a la Corte Constitucional para su eventual revisión, conforme lo establece el artículo 31 del Decreto 2591 de 1991.

NOTÍFIQUESE Y CÚMPLASE

ANA LUCÍA CAICEDO CALDERON

HERNAN MEJIA URIBE

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES

LINA MARÍA ARBELÁEZ GIRALDO
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